RESEÑAS DE LA PRIMERA SALA


AMPARO EN REVISIÓN 1034/2019

LA NORMA QUE FACULTA A LAS AUTORIDADES A AUTORIZAR Y EJECUTAR LA TOMA DE MUESTRAS CORPORALES, EN CONTRA DE LA VOLUNTAD DE LA PERSONA REQUERIDA, NO VULNERA LOS DERECHOS A NO SER TORTURADO, A SER TRATADO CON DIGNIDAD Y A GUARDAR SILENCIO.

PONENTE: MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT.
SECRETARIO: SANTIAGO MESTA ORENDAIN.

	Resumen:

El asunto versa sobre una persona vinculada a proceso penal, quien no consintió que el Ministerio Público obtuviera una muestra de su sangre, para compararla con la que fue localizada en el lugar de los hechos del delito. Por lo anterior, el Ministerio Público solicitó autorización judicial para la toma de la muestra referida sin el consentimiento de la persona imputada, la cual fue concedida en términos del artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales. 

Al no estar de acuerdo, la persona promovió un juicio de amparo por considerar que la citada norma vulneraba sus derechos a no ser torturado, a ser tratado con dignidad y a la no autoincriminación. 

El Juez de Distrito que conoció del asunto determinó negar el amparo respecto a la inconstitucionalidad de la norma reclamada, y lo concedió para que la autoridad juzgadora fijara los alcances y restricciones de la toma de muestra de sangre. La persona promovente no estuvo conforme con esta determinación, por lo que interpuso recurso de revisión. 

El problema jurídico que analizó la Primera Sala consistió en determinar si el artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales vulnera los derechos a no ser torturado, a ser tratado con dignidad y a guardar silencio, al facultar a las autoridades a autorizar y ejecutar la toma de muestras de fluidos corporales en contra de la voluntad de la persona requerida.





Antecedentes del caso:

Un hombre junto con tres acompañantes, viajaban a bordo de un taxi cuando fueron interceptados por una patrulla de la que descendieron dos agentes policiales para interrogar a los pasajeros. Las personas a bordo del taxi sacaron sus armas de fuego, trataron de tranquilizar a los referidos agentes e intentaron sobornarlos.

Ante tal situación, los agentes policiales se rehusaron a recibir el soborno, por lo que el hombre antes mencionado disparó en contra de uno de los agentes, quien posteriormente perdió la vida. Por su parte, el otro policía intercambió disparos con los demás acompañantes, quienes lograron bajar del taxi y escapar.

Como consecuencia de estos acontecimientos, el hombre en cuestión y uno de sus acompañantes fueron internados en un centro de reinserción social, en donde acudieron agentes del Ministerio Público para tomarles una muestra de sangre, a fin de compararla con la sangre localizada en el lugar de los hechos para determinar si existía una comparación genética, situación ante la cual ambos internos se negaron.

El agente del Ministerio Público investigador solicitó autorización judicial para la toma de muestras de fluidos corporales a ambas personas, en este caso de sangre, sin su consentimiento y tomando como fundamento el artículo 252, fracción IV, del Código Nacional de Procedimientos Penales. La jueza que conoció del asunto concedió la autorización solicitada, de acuerdo con el artículo 270 del mismo ordenamiento.

Al no estar de acuerdo con esta determinación, el hombre presentó una demanda de amparo por considerar que con la toma de muestra de sangre sin su consentimiento se vulneraban sus derechos a la dignidad, integridad personal, a no ser torturado, a la presunción de inocencia y a la no autoincriminación. En esencia señaló que el hecho de que la autoridad obligara a una persona a entregar una muestra corporal, mediante actos violentos, suponía un trato degradante. Además, argumentó que introducir un hisopo en la nariz o en la boca, o introducir una aguja en el cuerpo a través de la fuerza, atentaba contra la integridad física y psíquica del ser humano, e incluso en casos graves contra su derecho a no ser torturado.

La persona señaló que el legislador federal pretendía relevar de la carga de probar al Ministerio Público, en menoscabo de su derecho a la no autoincriminación, el cual no sólo debía entenderse como el derecho a guardar silencio, sino también a no aportar pruebas que pudieran ser usadas en su contra. Asimismo, el hombre consideró que los artículos referidos por las autoridades afectaban cinco derechos humanos en aras de proteger sólo uno, el derecho a la verdad.

El Juez de Distrito que conoció del asunto, por un lado, negó el amparo contra los artículos 252, fracción IV, y 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales, y por el otro, concedió el amparo a la persona respecto a la autorización de la toma de muestra de sangre. Así, argumentó que la jueza debía dejar sin efectos la resolución controvertida y emitir una nueva en la que indicara los aspectos que no fueron considerados y fijara los alcances y restricciones en la recolección de la muestra genética y en el desahogo de la prueba pericial correspondiente.

En contra de esta resolución, el hombre interpuso un recurso de revisión en el que reclamó la inconstitucionalidad únicamente del artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Indicó en términos generales que el juez federal violó el principio de exhaustividad, al no pronunciarse respecto a la afectación a la dignidad e integridad personal, ni tampoco al hecho de que existan más derechos humanos vulnerados que el relacionado con su intimidad.

El hombre también sostuvo que el juez realizó una incorrecta interpretación del artículo 2 de la Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, ya que suponer que un acto que puede derivar en el sufrimiento de una persona es acorde con la referida Convención por el simple hecho de estar en una ley, llevaría al absurdo de considerar que las personas están sujetas a la potestad absoluta del legislador.

De igual forma, el hombre refirió que la argumentación del juez suponía que el sujeto se colocara como objeto de prueba en el caso de la toma de muestras forzadas, lo cual es contrario al principio de dignidad del ser humano que reconoce el derecho a ser tratado como persona y no como un objeto.

El Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del asunto dictó sentencia en la que determinó remitir el recurso de revisión a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para el estudio y pronunciamiento sobre el tema de constitucionalidad planteado.

Una vez en este alto tribunal, y seguido el trámite respectivo, el proyecto de resolución fue elaborado por la ponencia de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien lo presentó a los Ministros integrantes de la Primera Sala para su discusión. El asunto fue votado y resuelto en la sesión virtual del quince de julio de dos mil veinte.

Resolución de la Primera Sala:

La Sala determinó como primer aspecto que era infundado el argumento de la persona promovente en el que sostuvo que el Juez de Distrito vulneró el principio de exhaustividad al no pronunciarse de manera explícita sobre cómo podía ser proporcional una medida que violenta cinco derechos humanos en aras de proteger sólo uno.

Al respecto, la Primera Sala consideró que si bien el juez no siguió explícitamente la lógica argumentativa sugerida por la persona en cuestión, sí empleó la metodología propuesta por la Primera Sala para analizar la proporcionalidad de las medidas legislativas que intervienen con un derecho fundamental, ante lo cual determinó que la medida sí tenía incidencia en los derechos a la intimidad y privacidad, así como en los derechos de la personalidad, dignidad, integridad e individualidad.

Una vez efectuado lo anterior, la Sala indicó que el juez contrastó tal incidencia con la finalidad de la medida y concluyó que ésta era constitucionalmente válida, idónea, necesaria y el grado de realización del fin perseguido era mayor al grado de afectación de los derechos referidos, en tanto que la medida era sometida a un control judicial previo.

Con base en lo previamente expuesto, señaló que si bien el juez no hizo referencia explícita a cómo es que podía ser proporcional una medida que incidía en múltiples derechos para procurar sólo uno, tampoco era posible advertir que la metodología propuesta únicamente fuera aplicable para aquellos casos en los que sólo se controvierten dos derechos.

La Primera Sala concluyó así que no existía violación al principio de exhaustividad, dado que las autoridades juzgadoras no están obligadas a seguir el método de análisis o de argumentación propuestos por las partes, en tanto cumplen con su función constitucional al atender la totalidad de los conceptos de violación que se hacen valer.

En segundo término, la Sala sostuvo que también era infundado el argumento de la persona promovente relativo a que la toma de muestras de fluidos corporales, tales como introducir un hisopo en la nariz o en la boca, o introducir una aguja en el cuerpo a través de la fuerza, sin su consentimiento, atentaba contra su integridad física y psíquica, y en casos graves, contra su derecho a no ser torturado.

Sobre este punto argumentó que para que las afectaciones físicas que regula el artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales, mediante la toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, extracciones de sangre u otros semejantes, pudieran ser consideradas como actos de tortura, tales afectaciones debían ser graves o severas, lo cual podría determinarse atendiendo a dos concepciones de la prohibición de la tortura.

Desde un punto de vista objetivo, la Sala consideró que son afectaciones físicas o mentales graves las que derivan de actos inherentemente crueles, inhumanos o degradantes, como los que contempla el artículo 22 constitucional, siendo estos la mutilación, la infamia, la marca, los azotes, el tormento de cualquier especie, y las penas inusitadas y trascendentales. Por otro lado, desde un punto de vista subjetivo, las afectaciones a la integridad personal son consideradas graves o severas cuando tienden a anular la personalidad de la víctima o a disminuir su capacidad física o mental, aunque no causen dolor físico o angustia psíquica.

La Primera Sala determinó de esta manera que los actos que se ubiquen en cualquiera de estos dos supuestos son crueles, inhumanos o degradantes y, por ende, están absolutamente prohibidos por la Constitución federal, sin embargo, fuera de estos casos, si bien un acto u omisión puede afectar la integridad personal, no es constitutivo de tortura.

Al analizar el caso en concreto, la Sala señaló en primer lugar que el artículo 270 del Código citado hace referencia a la toma de muestras de fluido corporal, vello o cabello, exámenes corporales de carácter biológico, extracciones de sangre u otros parecidos, aspectos que en principio no corresponden al criterio de gravedad objetivo previsto en el artículo 22 constitucional.

Enseguida destacó que la medida analizada, al tratarse de actos de investigación, tiene como propósito aclarar los hechos, proteger al inocente, procurar que el culpable no quede impune y reparar los daños causados por el delito, los cuales son bienes jurídicos protegidos por la Constitución federal, que no tienden a anular la personalidad o a disminuir la capacidad física o mental de la persona.

Por último, la Sala indicó que la medida en cuestión tampoco degrada la dignidad de la persona sino que busca protegerla, dado que el artículo reclamado establece un procedimiento en el que la autoridad juzgadora tiene la obligación de negar la práctica de dicha medida cuando exista una forma menos lesiva, pero igual de eficaz e idónea, para aclarar la circunstancia que se pretende probar, cuando la gravedad del delito no justifique la afectación a la integridad de la persona o cuando su práctica atente contra su dignidad o ponga en riesgo su salud.

La Sala concluyó con base en los razonamientos anteriores, que no se advertía disposición o motivo alguno que permitiera considerar que con la aplicación del artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales se vulneran los derechos a la integridad personal y a no ser torturado.

La Primera Sala determinó que era infundado el argumento en el que la persona promovente señaló que la norma reclamada vulneraba su derecho a ser tratado con dignidad, en tanto lo coloca como objeto de prueba, es decir, lo considera como cosa u objeto.

Respecto a este planteamiento precisó que ningún artículo de la Constitución federal o tratado internacional del que México es parte, dispone que debe ser voluntario todo acto en el que una persona tenga que exponer su cuerpo o tolerar la intervención de un tercero sobre él.

En ese sentido, a la pregunta sobre si el Estado puede hacer uso de la fuerza ante la resistencia de los particulares, a fin de promover su mandato constitucional y garantizar el respeto de los derechos de la sociedad o de terceros, la Sala determinó que tal cuestionamiento debía responderse en sentido afirmativo, pero siempre tomando en consideración los lineamientos y con las restricciones establecidas en la Constitución federal.

Aunado a lo anterior, destacó que ante la negativa de cooperar con la orden judicial, existían alternativas diversas a la ejecución forzosa cuando implicara una afectación inaceptable a los derechos de la persona, tal es el caso de las medidas de apremio o la elaboración de registros en los que conste la negativa de proporcionar las muestras solicitadas.

En relación con el párrafo segundo, del artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales, que dispone que tal medida estará sujeta a un control judicial previo, la Sala resaltó que dicha norma no establece la supremacía del interés social en el esclarecimiento de los hechos o de los derechos de las víctimas, sobre los derechos de la persona imputada, sino que se limita a establecer el procedimiento y los lineamientos para la ponderación de los valores jurídicos contendientes.

La Primera Sala concluyó este tema señalando que la norma reclamada no transgrede el derecho a la dignidad de manera directa, al no tratar como objeto o cosa a la persona, o de forma indirecta, pues se limita a establecer un mecanismo de ponderación entre los derechos e intereses de la sociedad, la víctima y las personas sujetas al proceso penal.

Como última cuestión analizada, la Sala refirió que si bien la persona promovente no había formulado algún argumento tendiente a controvertir la constitucionalidad del artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales por atentar contra su derecho a guardar silencio, era posible una interpretación según la cual una afectación a este derecho implicaba una violación al derecho a la dignidad y a no ser torturado.

Lo anterior es así, pues señaló que la Corte Interamericana de Derechos Humanos se ha pronunciado en el sentido de que el mero propósito de coaccionar a una persona para obtener una declaración autoincriminatoria puede implicar un acto de tortura y con ello un menoscabo a la dignidad, motivo por el cual consideró que debía analizarse si la obtención de muestras de fluidos corporales estaba dentro del ámbito de protección del derecho a guardar silencio.

La Sala indicó que el derecho a guardar silencio está previsto en el artículo 20, apartado B, fracción II, de la Constitución federal, y en el numeral 8.2, inciso g, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, preceptos de los cuales se advertía que para que se viera afectado este derecho, debían presentarse ciertos elementos, tales como existir coerción, tener potencial autoincriminatorio y versar sobre un acto de carácter testimonial.

En cuanto al elemento coercitivo, la Sala sostuvo que el mismo sí se encontraba presente en el caso analizado, en tanto que el artículo 270 citado, hace referencia a la toma de muestras corporales cuando la persona se niega a proporcionarlas. Asimismo, en relación con el segundo elemento, señaló que en este caso la norma reclamada sí tenía potencial autoincriminatorio, dado que la persona fue vinculada a proceso penal y se oponía a tal prueba porque podía ser empleada en su contra.

Respecto al tercer elemento relativo al carácter testimonial, la Primera Sala consideró que si bien era cierto que el derecho a la no autoincriminación incluía la posibilidad de reservarse cualquier expresión, incluso no verbal, también lo era que tal derecho estaba acotado a la información testimonial.

La Primera Sala concluyó en ese sentido que la toma de muestras corporales en contra de la voluntad de la persona no tiene carácter testimonial, y por ende no transgrede directamente el derecho a la no autoincriminación, o indirectamente a los derechos a ser tratado con dignidad y a no ser torturado. Lo anterior es así, pues señaló que era posible advertir que la veracidad de la prueba testimonial está vinculada con la intención y la credibilidad de la persona a quien le es practicada, lo que en el caso no acontece, dado que la veracidad de la información obtenida con las muestras corporales no depende de tales aspectos.

Con base en las consideraciones anteriores, la Primera Sala determinó que al no haberse vulnerado en este asunto los derechos a no ser torturado, a ser tratado con dignidad y a guardar silencio, debía confirmarse la sentencia reclamada y no amparar a la persona promovente en contra del artículo 270 del Código Nacional de Procedimientos Penales.

Votación:

El asunto fue aprobado en sesión de la Primera Sala del 15 de julio de 2020, por unanimidad de cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien estuvo con el sentido pero en contra de algunas consideraciones y con consideraciones adicionales, y Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo,[footnoteRef:1] Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena[footnoteRef:2] y Juan Luis González Alcántara Carrancá,[footnoteRef:3] formulando estos tres últimos voto concurrente. [1:  En su voto concurrente, el Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo señaló que en relación con el apartado relativo al análisis del principio de exhaustividad, no compartía la forma en que fue abordado el planteamiento de la persona promovente, en tanto que debió analizarse frontalmente el aspecto de constitucionalidad mediante la realización de un test de proporcionalidad y no concretarse sólo a calificar la metodología empleada en la resolución del juez, lo cual podría parecer un aspecto de mera legalidad. Respecto al apartado sobre el estudio del derecho a no ser torturado, sostuvo que el criterio empleado sobre la gravedad objetiva del acto no era la característica que definía la existencia de la tortura y que la argumentación debió tomar como base el propósito que guía tal acción, esto es, existe tortura si la intención se rige por actos que violenten de cualquier modo la voluntad de la persona y que tengan como propósito obtener información autoincriminatoria, lo cual no acontecía en el caso al tratarse de una medida autorizada judicialmente. Por último, en cuanto al apartado relativo al análisis del derecho a guardar silencio, refirió que el derecho a la no autoincriminación fue reducido de forma incorrecta a actos estrictamente testimoniales, siendo que su contexto y alcance legal era mucho más amplio.]  [2:  Por su parte, el Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena sostuvo en su voto concurrente, que si bien coincidía con el sentido de la sentencia, por la importancia de los derechos que están en juego con la norma reclamada, consideraba que habría sido valioso reforzar algunos puntos a fin de orientar a los jueces en su correcta aplicación y así generar salvaguardas que dificulten un posible abuso. En ese sentido, señaló que la autoridad juzgadora debe asegurarse de que la orden de toma de muestras y su ejecución cumplan con algunas características mínimas, tales como: 1) Transparencia, claridad y especificidad sobre la información buscada, 2) Proporcionalidad de la toma específica, y 3) Restricciones del uso de la fuerza.
En relación con el primer punto, refirió que la persona inculpada debe ser informada del propósito de la muestra, su alcance, naturaleza y sus límites. La información deberá ser completa y estar expresada en lenguaje claro y en un formato que permita la comprensión de su destinatario. Asimismo, el Ministerio Público deberá conducirse de modo que incremente las posibilidades de que la persona inculpada otorgue su consentimiento, quien al estar mejor informada estará en mejores condiciones de aceptar la muestra.
Respecto al segundo punto, indicó que una vez que el juez tiene certeza de que ha sido imposible obtener el consentimiento de la persona inculpada, podrá ordenar la toma forzosa, sin embargo, para ello debe seguir un estándar de proporcionalidad riguroso. Así, el estándar obliga al juez a distinguir entre las razones que dieron lugar a la negativa de la toma, las cuales pueden ser muy variadas, desde razones de convicción religiosa hasta motivos de salud e integridad física, además de que no todas las tomas biológicas son iguales, algunas serán más invasivas que otras, por lo que el juez debe considerar la mejor alternativa. El juez también debe calcular el riesgo de que la información obtenida sea resguardada y utilizada para fines distintos, para lo cual puede determinar que cierta información deba ser destruida tan pronto sea utilizada.
Finalmente, sobre el tercer punto, destacó que si la decisión del juez resulta en la imposición forzosa de la prueba, entonces la misma debe tener algunas restricciones, tales como que debe ser proporcional al fin buscado y estar limitada en tiempo, espacio y materia, es decir, sólo debe afectar la parte del cuerpo respecto de la que es requerida la toma en cuestión.]  [3:  El Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá, indicó en su voto concurrente que si bien compartía el sentido de la resolución, no estaba de acuerdo con la forma en que la Sala analizó lo relativo al test de proporcionalidad. En términos generales, refirió que el argumento planteado por la persona promovente no versaba sobre una cuestión de elección metodológica sino de fondo, que la resolución debió abordar para determinar si la norma vulneraba o no sus derechos. Asimismo, señaló que esta era una oportunidad valiosa para que la Primera Sala hubiera determinado qué hacer en los casos en que un derecho se contrapone con varios derechos o, incluso, establecer si tal ejercicio era viable en situaciones como la analizada. Por otro lado, indicó que no compartía el estudio relativo al derecho a la no autoincriminación, pues consideró que la no vulneración del referido derecho era resultado de que el objeto de prueba consistía en componentes externos a la declaración de la persona.] 



	
Documento con fines de difusión. Las únicas fuentes oficiales son las sentencias emitidas por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, así como el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
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